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1. En México, como en casi todos los países, la Constitución prevé la regulación de las situaciones de emergencia; es 
decir, aquellas situaciones de excepción en virtud de las cuaJes es Indispensable, para la defensa de la propia Constitu­
ción, que se altere la aplicación norma] de alguno o algunos preceptos de la norma fundamental con la finalidad de 
preservar el Estado de Derecho y de que se regrese a la normalidad constitucional lo antes posible. 

La regulación de las situaciones de emergencia recibe las más diversas modalidades y norrnatividades así como deno­
minaciones según sea el país del que se trate. En consecuencia, entre otras, se habla de estado de sitio, situación o 
estado de excepción, ley marcia1, dictadura constituciona1. 

2. En México, la Constitución se refiere en su artículo 29 a la suspensión de las garantías, denominación que equivale 
a derechos humanos. 

Son los artículos 29 y 49 constituciona1es los que norman esta suspensión de garantías en sentido amplio que con­
tiene dos especies: a) la suspensión de garantías en sentido estricto; y b) las facu1tades extraordinarias al Presidente de 
la República para legislar. 

El artícu1o 29 dice: 

"En los casos de Invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave 
peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Se· 
cretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República y con aprobación 
del Congreso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en 
lugar determinado las garantías que fuesen obstáculos para hacer trente, rápida y fácilmente a la situación; pero 
deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones 2enerales y sin que la suspensión se contraiga a 
determinado individuo. Si la suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autortzaclo· 
nes que estime necesarias para que el Ejecutivo haga trente a la situación, pero si se vertncase en tiempo de receso, se 
convocará sin demora al Congreso para que las acuerde". 

El artícu1o 49 dice: 

"El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio, en Legislativo, Ejectivo y Judicial.· No podrán 
reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, 
salvo el caso de facu1tades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artícu1o 29.· En 
nlniÚJl otro caso, salvo lo dlspuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias 
para leatslar". 

Nuestra institución de la suspensión de las garantías, como muchas aná1ogas de Latinoamérica, está más cerca de la 
suspensión del habeaa corpus lnglés y estadounidense que de la institución francesa del estado de sltio.1 

3. Con frecuencia en Latinoamérica se ha recurrido a la suspensión de garantías o estados de excepción para superar 
las crlstJ constitucionales o para defender la dictadura de un caudillo ya sea este militar o civil. 

Dteao Valadés, en su interesante estudio comparado sobre esta lnstltución en América Latina, ha afirmado que: 

Es muy aianlflcativo, también, que en los países latinoamericanos donde los índices de participación cívica son más 
elevados, sea también donde con mayor frecuencia se Imponga el estado de excepción. 
Eso no hace sino corroborar nuestra Idea sobre la dictadura constitucional: la necesidad de justltlcar los poderes 

1H6otor Plx·Zamudio, Lottnoam~rtco: Corutttuct6n, Procero y D•rechor HumGnor. Múico, UDUAL y Mt.cuel Anael Poma, 1988, 
p. 171; 8eiUD40 V. Linar .. Quintana, Tratado de lo Ctenclll dfll D1recho Conrtttuctonal Art•nttno y Compar!Ulo. Bueno• Airea, Editorial 
Alfa, 19&6, tomo V, p. ••o. 
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a~ {ccto merced a subterfugios legalistas, es más acentuada allí donde la opinión pública y la actividad de los tribunales 
tit>m>n mayor trac;cendencia; en otros lugares puede prescindirse ·Y esto ha ocurrido muchas veces· de las formalidades 
tt>ndientes a implantar el estado de excepción, aunque no por ello deje de ponerse, de hecho, en vigor.2 

Durantl> el siglo XJX mexicano y las primeras décadas del actual, la situación en México fue muy parecida a la de 
otros países de América Latina: estados de excepción legal o de hecho y amplias facultades al Presidente de la Re· 
pública para legislar con base en la situación de emergencia. 

Sin emb<lrgo, n partir d€ 1938 este situación cambió como veremos y la última vez que en México se decretó la ~us· 
pension de las garantías individuales fue en 1942 con motivo de la declaración de guerra efectuada por México contra 
las potencias del Eje ·Alemania, Italia y Japón·, situación que se prolongó hasta 1945. A partir de esta fecha el sistema 
constitucional med cano no ha conocido de ninguna suspensión de garantías Individuales. 

Problemas graves, desde luego, que han ocurrido en México; entre otros, podemos mencionar el movimiento estu­
diantil de 1968, la explosión de tanques de gas en Ixhuatepec en 1984, el terremoto en la ciudad de México dr. 1985 ~ 
la C'risis e<."Onómlca a partir de 1982. Sin embargo, el gobierno mexicano, específicamente el presidente d~ la República, 
no ha t:ondde:mdo oportuno ní necesario acudlr al expediente del estado de excepción, posiblemente porque se pit>nsa 
quf.' ello implica desprestigio nacional e internacional y porque se prefiere una apariencia de normalidad y tranquilidad 
ante los graves problemas antes que admitir que el país está pasando por una situación grave o especialmente difícil. 

No puede negarse, entonces, que realmente la suspensión de garantías es únicamente para situaciones de especial gra· 
vedad. Lo que no puede admitirse es que de {acto se dé una suspensión de garantías, lo cual quebraría y vulneraría el 
orden constitucional. 

4. Veamos, ah1 J~ .. 'los aspectos de la suspensión de garantías en sentido amplio: una breve reseña histórica que nos 
hará comprendez rnejor esta institución constitucional y la interpretación constitucional, legal y jurisprudencia\ que ha 
recafdo sobre esta institución. 

La (',onstituc!ón de Cádiz de 1812 consagró, con gran timidez, la tesis de suspensión de garantías y no admitio la d{' 
legación dt> poderes. 

M:guel ~lmnos Arispe, ilustre constituyente en varias ocasiones, en los proyectos de Acta Constitutiva de 1824 y de 
Constitución d~l mismo año, Incluyó preceptos que autorizaban al legislativo en ciertos casos y por tiempo limitado a 
delc~ar facultades extraordinarias al ejecutiv<s. 

El artículo respectivo del proyecto de Acta Constitutiva de 1824 fue rechazado por el Congreso que estaba atemori· 
zado de <'rear un ejecutivo poderoso. Su miedo provenía de la disolución de la Asamblea decretada por Iturbide, sola· 
menle once meses después de consumada nuestn: Independencia. 

La Asamblea de 1824 no llegó a rechazar el artículo respectivo para la Constitución Mexicana de 1824 porquP la 
comistón suprimió la tracción XXI del artículo 14 que contenía las facultades extraordinarias, aunque mucho mejor 
reglamt>ntadas que en el proyecto de Acta Constitutiva. 

La Constitución de 1836 estipuló expresamente que un poder no podía delegar en otro alguna o algunas de sus atri­
buciones. 

El proy e-cto de reformas constitucionales de 1840 sí aceptó la teoría de facultades extraordinarias. Dos años después, 
en 1842, el proyecto de la mayoría siguió la idea aceptada en 1840, pero el proyecto de la minoría rechazó la tesis de 
las facultades extraordinarias. El tercer proyecto de ese año, redactado en septiembre, siguió los lineamientos asentados 
en el proyecto de la mayoría. • 

En 1843, en las Basea Orgánicas del 12 de junio, encontramos entre las atribuciones del Congreso la fracción XVIII 
del artículo 66: "Ampllar las facultades del Ejecutivo con sujeción al artículo 198 en los dos únicos casos de invasión 
extranjera, o de la sedición tan grave que haga meticaceslos medios ordinarios de reprimirla. Esta resolución se tomará 
por dos tercios de cada Cámara ••. 

Es la primera vez que se admitió en México la idea de las facultades extraordinarias. Esta tracción fue aprobada por 
40votoaa favor y en contra únicamente 5.8 

El acta de reformas de 184 7 no consagró la tesis de las facultades extraordinarias para legislar. 
5. Desde el punto de vista legislativo, el momento culminante para la idea de facultades extraordinarias fue el Consti 

tuyente de 1856-1857. 

2oJe1o V~. L4 dictaduro con.tituclonol en Amlfrlca Latino, México, I111tltuto de lnvesti¡acionea Jurldlcas, 1974, p , 168 

SJor¡e Carpizo, L4 Corutituci6n mexicano de 1917, México , Poz:rúa y UNAM, 1986. p . 208. 
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Se divide el supremo poder de la federación para su ejercicio: en legislativo, ejecutivo y judicial. La anterior fórmula, 
inspirada en el artículo 9o. del Acta Constitutiva de 1824, fue aprobada por el Constituyente el 10 de septiembre de 
1856. Al día aigulente, el diputado Ruiz presentó una adición a la fórmula aprobada, pero como ese día no hubo 
quórum, la propuesta de Ruiz fue aprobada el día 17: "Nunca podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola 
persona o corporación , ni depoaitarse el legislativo en un solo individuo". 

El artículo 34 del proyecto era el artículo que contenía la idea de la suspensión de garantías. Dicho artículo fue re­
tirado por la comlaión de Constitución el 26 de agosto. Aunque la suspensión de garantías era idea que nuestro orden 
constitucional ya había recogido, nos explicamos el retiro del artículo 34 porque su texto era más amplio que los conte­
nidos en las anteriores constituciones. 

Sin embargo, el 21 de noviembre de 1866, la comisión presentó a discusión el artículo 34: "En los casos de invasión, 
perturbación grave de la paz pública o cualesquiera otros que pongan o puedan poner a la sociedad en grave peligro o 
conflicto, solamente el Presidente de la Repúbllca, de acuerdo con el Congreso de la Unión, y en los recesos de éste el 
Consejo de Gobierno puede suspender las garantías otorgadas en esta Constitución con excepción de las que aseguran la 
vida del hombre; pero deberá hacerlo por un tiempo Jíaútado, por medio de prevenciones generales, y sin que la preven· 
ción pueda contraerse a determinado individuo". 

Mata, Ocampo y Aniaga pusieron de relieve que el anterior artículo se refería sólo a las garantías individuales y no al 
principio de la dlvlaión de poderes. Basados en esas ideas propusieron, y se admitió, que inmediatamente posterior a la 
palabra garantías se agregara "lndlvlduales". León Guzmán, miembro de la comisión de estilo -y según testimonios fide· 
dignos, el único que trabajó en la mencionada comisión- suprimió la palabra "individuales" que contenía el artículo 29. 

El 9 de diciembre de 1856, Olvera presentó un proyecto, que de aprobarse -como sucedió- sería la segunda parte del 
artículo 29. Tena Ramírez opina, y con razón, que el Congreso nunca hubiera aprobado el artículo 29 si sus dos partes 
se le hubieran presentado juntas.• La segunda parte de dicho artículo introdujo la duda acerca de las facultades extraor­
dinarias: "Sl la suspensión tuviera lugar hallándose el congreso reunido, éste concederá Las autorizaciones que estime 
necesaria& para que el Ejecutivo haga trente a la situación. SI la suspensión se veriftcare en tiempo de receso, la Dipu­
tación Permanente convocali sin demora al Congreso para que las acuerde". 

El constituclonallsta Tena Ramírez afirma que nuestras Constituciones han sido elaboradas para re¡lr una sociedad en 
discordia, por lo cual no fueron respetadas. Líneas abajo, el mismo autor escribió que la conciencia nacional se había 
acostumbrado a la violación de la Constitución, y lo que era anormal, se acostumbró a verlo como normal. Las premisas 
anteriores lo hacen concluir: ''Tal sucedió con las medidas de excepción. El texto que los legisladores de 67 entregaron 
al pueblo mexicano Iba a tener un destino que jamás pudieron imaginar sus autores".& 

El 6 de noviembre de 1867 fue la primera vez que en nuestra historia constitucional el Congreso de la Unión autorizó 
al ejecutivo para hacer uso de facultades extraordinarias para salvaguardar el orden público, la independencia y nuestras 
Instituciones. El Congreso nefÓ al presidente cualquier facultad legislativa. 

Por la situación en extremo difícil que atravesaba la República, el Congreso suspendió algunas garantías individuales 
el 7 de junio de 1861. El 11 de diciembre de ese afio se ampliaron las garantías suspendidas y se otorgaron facultades 
omnímodas al presidente para dictar todas las medidas necesarias, pero con cuatro restricciones (debía salvar la indepen­
dencia nacional, la Integridad territorial, la forma republicana de gobierno y los principios de la Reforma) . El 25 de 
enero de 1862 se legisló en uso de tu facultades extraordinarias. 

Jdrez gobernó de 1861 a 1872 haciendo uso de facultades extraordinarias. Excediendo los límites del artículo 29, 
legl.sló en ~pocas pacíficas: el SO de diciembre de 1871 expidió la ley de contribuciones directas del distrito federal. Y 
de aquí nació la costumbre ·viciosa e inconstitucional- del ejecutivo de legislar fuera de los márgenes constitucionales. 

En los periodos presidenciales de Lerdo de Tejada (1872-1876), Porfirio Díaz (1876-1880), Manuel González (1880-
1884), y, de nuevo del general Díaz (1884 1911), se hizo costumbre que el Presidente expidiera los códigos y leyes 
federales. 

Según recta interpretación del artículo 29, necesario era que primero se hubieran suspendido al¡unas garantías indi­
viduales para deapuéa otorgar, en caso de excepción, la delegación de facultades le¡tslativas al ejecutivo. Y requisito 
Indispensable era que existiera una altuaci6n grave. Los mencionados requisitos fueron olvidados por elle¡f.slativo y por 

4 Fellpe Ttna Ramtrea, "La Suapenat.6n de Garantí .. y laa Facultadea Extraord.lnarl .. en el Derecho Mexicano". en la Reuilta de la 
.C.erulo Nacional de Jurieprutüncl4, Mbtco,1946, núma. 2~26-27-28, p.127. 

llrtüm, p. 129. 
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el ejecutivo. ¿Y el judicial? ¿los olvidó también o defendió el texto constitucional? La contestación nos la dará el 
examen sucinto de la jurisprudencia de la Suprema Corte. 

6. En 1876, el 26 de octubre, la señora Bros pidió amparo ante el Juez Landa (primero de distrito del Distrito Fe· 
deral) contra las contribuciones extraordinarias decretadas por Lerdo de Tejada. La situación planteada estribó en saber 
si el legislativo podía delegar en el ejecutivo facultades legislativas o, únicamente, autorizaciones administrativas según 
los artículos 29 y 60 de la ConstituCIÓn de 1857, ya que las facultades legislativas al ejecutivo alteraban la forma de go­
bierno. 

Landa negó el amparo. Su principal argumento -que después sería repetido reiteradamente- fué: "la reunión de Pode­
res supone su confusión en uno solo, y esto no puede entenderse sin la destrucción de uno de ellos y la autorización 
que nos ocupa no implica un depósito de todas las atribuciones del Poder Legislativo en una sola persona". 

La Suprema Corte con fumó la tesis Landa. 
El 6 de julio de 1877, en el caso Goribar igual al caso Bros, la Suprema Corte concedió el amparo. Don Ezequiel 

Montes, presidente de la Corte, declaró que en la ejecutoria del año anterior (el caso Bros) la Corte había interpretado 
erróneamente el artículo 50, y entonces se removió el decisivo asunto de Guzmán que había suprimido del artículo la 
palabra "Individuales''. 

El 25 de octubre de 1879, la Corte -entonces presidida por Vallarta- volvió en el amparo interpuesto por la viuda de 
Almonte a la tesis Landa. 

Hay que tener en cuenta que los casos resueltos por la Suprema Corte hasta 1879, tenían como supuesto básico que 
las facultades legislativas extraordinarias habían sido delegadas después de decretarse la suspensión de garantías. Y como 
la suspensión de garantías sólo cabía en casos de grave peligro, las facultades extraordinarias sólo cabrían en situaciones 
iguales. 

Guadalupe Calvillo se amparó contra la ley de Organización de Tribunales de 1880, expedida por el ejecutivo sin los 
supuestos del artículo 29. El 21 de enero de 1882, la Suprema Corte decidió que la mencionada ley era constitucional. 
El argumento que esgrimió en la ejecutoria, aunque modificado, es la tesis Landa. S 

Con la anterior ejecutoria se separaron la suspensión de garantías individuales y el otorgamiento de facultades legis­
lativas, o sea, que se podían otorgar por el Congreso de la Unión facultades legislativas al ejecutivo, sin antes decretarse 
la suspensión de garantías: dich~ facultades eran lícitas aún en tiempos de paz. 

7. El artículo 49 de la Constitución de 1917 volvió a la tests correcta: las facultades extraordinarias para legislar úni· 
camente se podrían dar en los casos del artículo 29 ("Eran los casos de invasión, perturbación grave ... ") y conforme 
al procedimiento que el milmo artículo 29 establecía. 

A pesar de que Carranza había criticado el sistema de facultades extraordinarias, seguido en las décadas anteriores, 
el 8 de mayo de 1917, siete días después de haber entrado en vigor la Constitución de Querétaro, Carranza pidió y 
obtuvo facultades para legislar en el ramo de hacienda. En esta autorización no se siguieron ni los supuestos ni el proce­
dimiento del artículo 29. Esta delegación de facultades legislativas al ejecutivo fue sólo el principio de la costumbre 
heredada de la Constitución de 1857, y por medio de la cual los Presidentes legislaron. La Suprema Corte justificó -en 
fonna ampUa- esta delegación. 

8. En 1938, el presidente Cárdenas quiso salvar el artículo 29, mediante una adición al artículo 49: "En ningún otro 
caso se otorgarán al Ejecutivo facultades extraordinarias para legislar". Este añadido nada decía, o mejor dicho, repetía 
lo que ya el artículo implicaba. 

Esta situación fue excepcional y realmente es única hasta ahora en el Derecho Constitucional Mexicano. Felipe Tena 
Ramírez, al respecto, escribió que "El caso del artículo 49 es el único que se ha presentado en México, en que para de­
rogar una jurisprudencia reformatoria del artículo, haya sido preciso que interviniera el Constituyente. regresando bajo 
la apariencia de una reforma al sentido auténtico del texto. Lo natural hubiera sido que la Corte hubiera llevado a cabo 
la rectificación de su jurisprudencia, con lo que no hubiera sido necesaria la reforma constitucional. Pero además de que 
la Corte nunca se propuso volver por la pureza del texto, el procedimiento habría engendrado graves consecuencias de 
orden práctico, al entrañar la lnconstltucionalldad de todas las leyes expedidas en uso de facultades extraordlnarias".7 

En 1942, el Presidente Avlla Camacho solicitó y obtuvo las facultades de emergencia que la Constitución consagra. 
México, como ya asentamos, en aqueUos días, estaba en guerra con las potencias del Eje. 

6Jdem, p. 129. 

7FeUpe Tena Ramfrez, Derwcho Con.tltuclonal Mexlccmo, M6xico, Porrúa. 1980, p . 235. 
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El 28 de marzo de 1951se publicó mta !Hiici ·m <.J a· •íl"tL 1 19· "J.::n ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el artículo 
181 se otorgarán facultades extraordinadr, para J.·;;-Ia. 

Consecuencia del párrafo anterior es la cJición, ae la m!;;.na fecha, al artículo 131: 

uEl Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la Unión para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las 
tarifas de exportación e importación, expedidas por el propio Congreso, y para crear otras; así como para restringir 
y para prohibir las importaciones, las exportaciones y el tránsito de productos, artículos y efectos, cuando lo estime 
urgente, a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional, o de rea­
lizar cualquiera otro propósito, en beneficio del país. El propio ejecutivo, al enviar al Congreso el Presupuesto Fiscal 
de cada año, someterá a su aprobación el uso que hubiere hecho de la facultad concedida". 

Tal es la trayectoria histórica de nuestros artículos 29 y 49 constitucionales. 
9. Examinemos ahora los alcances de la institucion constitucional mexicana denominada suspensión de garantías en 

sentido amplío. 
El artículo 29 de la actual Norma Fundamental de 1917 suprimió la excepción asentada en la anterior Constitución 

de 1857 por medio de la cual la garantía de la seguridad de la vida humana no se podía suspender. 
La razón de tal supresión se expresó en el Constituyente de 1916-1917, en el dictamen respectivo al manifestarse 

que: 

... Cuando se apruebe por el Ejecutí''O en Consejo de Ministros, y por el Congreso, una medida tan grave como la 
suspensión de garantías, es evidente que la exigirá la salvación pública; para que tal medida produzca el efecto de­
seado, será indispensable dejar a los poderes que la decretan, libertad para que ellos mismos fijen el alcance de 
aquélla en vista de las circunstancias. Casos habrá, y ya se han visto ejemplos prácticos, en que sí la suspensión de ga. 
rantías no comprende también las que protegen la vida, no producirá aquella medida otro resultado que poner en 
descubierto la impotencia del poder público para garantizar la seguridad social. S 

Desde luego que no estamos de acuerdo con la anterior supresión ni con su fundamento. Hay garantías individuales 
que no deben ser susceptibles de ser suspendidas y la más importante es precisamente la de la vida, además de otras 
como son la prohibición a la esclavitud, a las mutilaciones y a las penas infamantes. 

1 O. Los casos en los cuales opera la suspensión son: invasión, perturbación grave de la paz pública o que se ponga a la 
sociedad en peligro o conflicto do envergadura. Ejemplos de este último supuesto son: graves conflictos económicos, in­
cendios, epidemias, inundaciones, terremotos, erupciones volcánicas. 

La redacción de este punto del artículo Z9 constitucional implica una gran discrecionalidad por parte del Presidente 
de la República, misma que será calificada en última instancia por el Congreso porque ¿qué implica que la sociedad se 
encuentre en grave peligro o conflicto? Diego Valadés afirma que estas frases exceden las p~sibilídades de una interpre­
tación estrictamente jurídica9 y tiene mzón. Sin embargo, una numerosa casuística tendría el grave inconveniente de 
omitir una posible causa de un estado de excep<:ión en que éste sea indispensable para la propia salvaguardia de la sobe· 
ranía nacional y del Estado de Derecho. 

11. Los órganos que intervienen en la suspensión son: la iniciativa corresponde exclusivamente al presidente de la Re­
pública, y dos son los órganos que deben aprobar dicha Iniciativa: primero, el conjunto de sus principales colaboradores; 
y después el Congreso de la Unión pero en los recesos de éste, aprueba la Comisión Permanente. Como el artículo no 
exige votación especial para la aprobación, basta que se apruebe por la mayoría de los presentes. 

Es decir, la Iniciativa de la suspensión de garantías es una facultad que sólo corresponde ejercitar al presidente de la 
República y sólo a él. Es una de las atlibuclones más importantes del titular del poder ejecutivo federal, misma que 
aprobará o no el Congreso de la Umón, pero el presidente de la República antes de enVIar su m•etatJva al órgano leg¡sla­
tivo debe contar con la aprobacl6n de los titulares de las Secretarías de Estado, de los Departamentos Administrativos 
y de la Procuraduría General de la República. La Constitución persigue que se escuche a estos importantes funcionarios 

8 Diario de loa D<!bate• dPl ConfiN' sO Con3tlt•~:;cnte 1 916 ·191 7, Edicione1 de la Comtalón Nacional para la celebración del sesquicente­
nario de la prO<Olamación de la independencia nacional y dol elncuentenarlo de la Revolución Mexicana, M6xico, 1960, tomo 11, p . Só7. 

9oie¡o Valad6a. o p. cit., •upra, nota 2, p. 69. 

-------------------------------------------------- - --------
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por la trascendencia de la medida, que su opinión sirva de ponderación y medlt ... cton al Presidente de la República y 
hasta se ha llegado a opinar que los secretarios de estado y principales colaboradores que nieguen la aprobación a la ini­
ciativa presidencial deben presentar su renuncia por oposición a medidas que li"cesJtan unidad política absoluta.l o 

12. Se puede suspender todas o solo algunas de las garantías indlvidualcft. por tanto, se debe decir expresamente 
cuáles son las garantías que se suspenden. 

Vallarta, respecto a la Constitución del 57, se mostró preocupado porque se pudieran suspender todas las garantías 
-menos la excepción que en 1857 se asentó-. 

Así, Vallarta quiso que se reformara el artículo 29 de aquel entonces, diciendo qué garantías nunca podrían suspen­
derse, como las relativas a la prohibición de la esclavitud, mutilación y tormento. Su idea consistió en que las garantías 
inherentes a la naturaleza humana no se pueden suspender.11 Estoy de acuPrdo con Vallarta. 

En la suspensión decretada en 1942, las garantías que se suspendieron fu( ron las protegidas por los artículos 4 , 5 
párrafo 1, 6, 7, 10, 11, 14, 16, 19, 20, 21, 22 prárrafo 111 y 25, y únicamente eUas. Es decir, no se suspendieron todas 
porque ello no se consideró necesario. 

Las garantías sociales también pueden ser suspendidas si ello es necesario para superar la emergencia; sin embargo, 
tal y como acontece con las individuales, aquellas que afecten la propia naturaleza humana no son susceptibles de sus­
penderse. 

¿Por qué sí se pueden suspender las garantías sociales? Ellas son muy imp<¡rtantes, no hay ninguna duda, pero si para 
superar una emergencia se pueden suspender las garantías que son propias de la persona humana, con mayor razón se 
pueden suspender aquellas que buscan proteger al individuo como integrant de un grupo social o que tienen la finali­
dad de asegurarle un mínimo de protección económica y cultural. 

Aquí debo hacer una consideración. Del repaso histórico efectuado en este ensayo quedó claro que en el artículo 29 
constitucional después de la palabra garantías se suprimió la de "individuales", lo cual tuvo gran importancia en la inter­
pretación del artículo. 

Hay que tener en cuenta que esa expresión "garantías individuales" se q•1 na contraponer a la idea de la división de 
poderes. Si únicamente se podían suspender las garantías individuales, cualq1..ier otra garantía constitucional no cabía 
en los supuestos del artículo 29; entonces la garantía de la división de poder(, no era susceptible de suspenderse; en 
consecuencia, no se podía delegar facultades extraordinarias para legislar al presidente de la República. 

Lo que quiero manifestar es que el Constituyente de 1856-1857 nunca tuvo la intención de excluir las garantías so­
ciales de la redacción del artículo porque éstas no estaban reconocidas a nivel constitucional y era un problema exis­
tente en aquel entonces. 

En el Constituyente de 1916-1917 no se planteó el problema de SI las garantías sociales se pueden suspender de 
acuerdo con la redacción del artículo 29 constitucional, pero sí son susceptibles de suspenderse por el argumento soste­
nido en párrafos anteriores y porque: donde la Constitución no distingue el intérprete no debe hacerlo; en ninguno de 
nuestros Constituyentes existió, la intención de excluirlas, en 1867 porque e!:e problema no se podía plantear por Ine­
xistente, y en 1917 porque casi no se alteró el sentido gramatical del artículo v porque nadie cuestionó los alcances del 
mismo. 

13. Se pueden suspender en todo el país o en lugar determinado, según la naturaleza de la emergencia. Así, un tene­
moto en el Estado de Jalisco no tiene por que afectar -de decretarse- al Estado d~ Sonora. Tal es el sentido de la bella 
frase de Martínez Báez: "señalar el territorio en que ha de producirse d ('Chp:: dr la libertad y la duración de este fe­
nómeno ... 12 

14. La suspensión no se puede aplicar a individuo determinado tal y como SI h sucedido en nuestra historia consti­
tucional como en el caso de Agustín de lturblde. 

15. La suspensión se hará por tiempo limitado. 
La histona constitucional meXIcana asienta dos s1stemas para la duraCJ6n de la med1da. El pnmero es aquel en el cual 

10Jollé ACUilu' y Maya. "La Suapenaión de Garantías", en la Revuta de la &cuela 1\aclonal de Jurüprudencla, México, 1945, núms. 
26-26~27-28, p, 207. 

11rdem, pp, 209-210. 

12Antonio ~ínez Bal.ez, "Concepto General del Estado de Sitio", en la~ 1 la 
1946, nilma. 26-26-27·28, p. 103. 

, la Nadonal de Jurl¡prudencia, México, 
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simplemente se dice que se suspenden por un periodo de sesiones del Congreso Federal. En este último sistema en caso 
de necesidad de prórroga, el Presidente planteará a la legislatura la urgencia de prolongar la suspensión.13 

16. La suspensión de garantías, en recesos del Congreso, puede aprobarse por la Comisión Permanente, pero para la 
delegación de facultades legislativas se requiere autorización del Congreso de la Unión, porque nadie puede delegar lo 
que no posee y la Comisión Permanente no tiene facultades legislativas. Así es claro que puede existir suspensión de ga­
rantías sin otorgamiento de facultades legislativas al presidente si el Congreso considera que ellas no son necesarias para 
poder superar la emergencia. Si la Comisión Permanente declara la suspensión y el Presidente considera que son necesa­
rias las autorizaciones de carácter legislativo, entonces la Comisión Permanente debe convocar al Congreso para sesión 
extraordinaria para que decida respecto a este punto. 

17. La suspensión se debe hacer por medio de prevenciones generales. Estas prevenciones generales son acto del 
Ejecutivo, pero deben ser concomitantes con la suspensión para que el Congreso las pueda aprobar o no. 

El multicitado artículo 29 Indica como uno de los elementos de esta institución que el Presidente de la República 
actuará por medio de prevenciones generales, o sea el establecimiento del marco jurídico al cual deberá sujetarse du­
rante la emergencia. Estas prevenciones generales son, Indiscutiblemente, de naturaleza legislativa y deben presentarse 
junto con la petición de suspensión para que el Congreso las discuta y modlftque, en su caso. Slla emergencia fuera de 
tal tamaño que ello no tuera posible, el Presidente las debe poner a conalderación del Congreso cuanto antes. 

En 1942, no se actuó de acuerdo con lo expresado en el párrafo anterior ya que la ley del primero de junio decretó 
la suspensión de diversas garantías, ya enunciadas, y dejó en manos del presidente su regla:nentación por lo cual ru.; 
este último el que se autolirnltó respecto de las Inmensas facultades que el Congreso le delegó en virtud de la suspensión, 
lo que es, desde cualquier punto de vista, muy Inconveniente y pellgroso. 

Mario de la Cueva y José Campillo coinciden con la anterior lnterpretación.u Sin embargo la doctrina respecto a 
este punto no es unánime. Martínez Báez aflrma que la Constitución otorga en exclusiva al presidente la facultad de 
dictar las prevenciones generales.!& 

No estarnos de acuerdo con el anterior criterio porque al dejar manos libres al presidente se podría caer en la tiranía, 
y la suspensión de garantías no es tiranía ni dictadura, sino un procedimiento constitucional para casos de emergencia. 

La doctrina y la legislación comparadas confirman nuestro criterio: en Inglaterra, necesario es, para suspender, el 
writ of habeas corpus, la Intervención del Parlamento, el cual delirnlta y encauza al ejecutivo en la actuación que éste 
debe desempeñar durante el periodo de e:x.cepdón.16 

18. El legllllabvo otorga en casos de urgencia al ejecutiVo facultades legislativas y una mayor amphtud en la esfera 
admmistrabva. 

19. La suspensión tiene una finalidad específica: "hacer trente rápida y fácilmente a la situación" de emergencia. 
Luego las facultades legislativas y administrativas excepcionales que posee el ejecutivo no pueden, por ningún motivo, 
exceder a esta concreta ftnalidad. 

20. Las controversias jurídicas durante la emergencia deben continuar siendo resueltas por los tribunales. No hay 
ninguna duda. Sin embargo ¿la acción o recurso constitucionales sufren alguna llmltaclón con motivo de la emergencia? 
Lo primero que debemos decir es que, como regla general, el amparo continúa siendo procedente Incluso durante la 
suspensión de garantías. En este sentido se pronuncian dos de los más importantes tratadistas de nuestro juicio de 
amparo17 y varios dtstingujdos autores latlnoamericanos.18 

13Mazto de la Cueva, La suspenlll6n de p.rani!u y la vuelta a la normalidad", en la Reul.ta de lo E1cuela Nocional de Jurt.prudenclo, 
M6x1co, 19411, n<un1. 2r.-26-27-28, p. 179. 

14Jdem, p. 179. 

15Antonio Martlne~: Búz, op. cit., tupra, nota 12, p. 104. 

16Jos6 A&Uilar y Maya, op. cit., tupra, nota 10, p. 198. 

17H6otor Flx·Zamudio, op. cit., tupra, nota 1, pp. 174-182; I¡naclo B\lrllo&, L<u Oorontfcu Individua/ea, M6xico, Editorial Porrúa, 
1966, pp. 19ll-200. Al r .. pecto v6ue tamb16n elintereeante enNYO de Jos6 CampWoSlln.z, "El luielo de amparo y la le&Wac16n de emer­
aencia", en la Reut.ta de 14 Etcue/a Nacional de Jurt.prudencio, M6x1co. 19.f.4, ndnu. 21-22, pp. 84-42. 

18s. V. Ll.nare1 Quintana, op. cit. , •upro, nota 1, tomo V, pp. 471-486. Rafael Bielu, Derecho Con.•tituclonol, Bueno• Alres, De­
palma, 1969, pp. 381882; Germm J. Bldarl Campoe, R~gimen legal )1 /urt.prudenclo del amparo, Buenos Airea, EDIAR, 1968, pp. 
266-271. 
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Lo anterior es la regla general y en ella hay que insistir. Sin embargo, es obvio que esa regla general sufre excepciones 
en virtud de la emergencia, ¿porque qué sentido tendría la suspensión de una garantía individual si se pudiera cuestionar 
la propia suspensión y su aplicación a través del amparo? De aquí que no proceda el amparo respecto a las garantías sus­
pendidas, pero sí procede respecto a: 

a) leyes o actos que no se relacionen con la emergencia. Así en 1942, el Congreso circunscribió las facultades extraor­
diarlas del Presidente a los propósitos de obtener "la defensa eficaz del territorio nacional, de su soberanía y dignidad, y 
el mantenimiento de nuestras instituciones fundamentales"; luego, todos los actos del Presidente que no persiguieron 
esos fines, se encontraban fuera de la emer¡encia y, por tanto, sujetos a cuestionarse como en tiempos normales y afor­
tunadamente así lo entendió la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

b) leyes o actos que violen las disposiciones legales que rigen la propia suspensión de garantías, como en 1942 fue 
la Ley de Prevenciones Generales de junio de ese año y la reglamentación de su artículo primero; 

e) las garantías individuales o sociales que no han sido expresamente suspendidas; 
d) autoridades que actúen fuera de su competencia con la excepción de lo ordenado en las fracciones n y 111 del 

artículo 103 constitucional; es decir, respecto a la división de competencias en el sistema federal. 
Héctor Fix-Zamudio afirma que durante la emergencia ningún civil puede ser juzgado por un tribunal militar ni se 

le puede aplicar el Código de Justicia Militar, porque en el orden jurídico mexicano un civil no puede cometer delitos 
militares incluso cuando participen en ellos. Como prueba de su afmnación alega que la suspensión de 1942 no Incluyó 
al artículo 13 constitucional.19 Estoy de acuerdo con el muy distinguido Maestro porque ese artículo 13 dice que: 

" .. Jos tribunales militares, en ningún caso y por ningún motivo, podrán extender su jurisdicción sobre personas que 
no pertenezcan al Ejército ... ". Es decir, el artículo 29 establece una regla general y el 13 una particular: en ningún caso 
y por ningún motivo. En consecuencia, el decreto de suspensión de 1942 fue acertado al no haber incluido esta ga­
rantía, y silo hubiera hecho, hubiera sido procedente, en su caso, el juicio de amparo. 

El propio Fix-Zamudio ha escrito que se adhiere -lo cual también hago yo- "a la postura adoptada por el tratadista 
guatemalteco Mario Aguirre Godoy en cuanto sostiene que desde el punto de vista jurídico no existe obstáculo para que 
los tribunales ordinarios -y también la Corte de Constitucionalidad en su país- puedan conocer y declarar, en su caso, 
la inconstltucionalidad del decreto legislativo que confiera al Ejecutivo facultades de emergencia, si este decreto com­
prende un derecho o garantía constitucional no susceptible de ser restringido de acuerdo con los lineamientos de la 
carta fundamental".20 

21. ¿Puede legislar el ejecutivo federal sobre materia que en tiempos normales al Congreso no le competen? Afirmo 
que sí, pero con una limitación: únicamente para hacer frente a la situación de emergencia. No dudo que mi asevera­
ción puede ser peJigrosa, pero al estar la nación en situación grave, necesario es facilitar trámites y procedimientos 
que puedan llevar más tiempo que el utilizado por una unidad: el ejecutivo federal. 

En Norteamérica el sistema que se sigue responde a mi afirmación. Por medio de las facultades implícitas, en tiempos 
urgentes, el ejecutivo federal ha legislado en materias encargadas a las entidades federativas.21 

Mario de la Cueva opina en diferente forma: que aún en época de excepción, el ejecutivo federal no puede legislar 
materia alguna no comprendida en el artículo 73 constitucional. Su argumento se basa en que nadie puede delegar lo 
que no tiene.22 El argumento del maestro posee fuerza. Sin embargo, no me adhiero a él, porque considero que el sis­
tema federal constituye una decisión que tiende a realizar en forma más afectiva la libertad. Pero en caso de urgencia, 
precisamente, para salvaguardar esa libertad en el futuro inmediato, es que puede el ejecutivo legislar aun sobre materias 
no comprendidas en el artículo 73. 

La práctica mexicana ha seguido el punto de vista que creo cierto. Así, durante el estado de emergencia decretado 
en 1942, el ejecutivo expidió la ley de juegos y apuestas, cuestión no advertida en el artículo mencionado. 

Además, el punto de vista anterior se refuerza al contemplar que una entidad federativa no puede suspender las 
garantías en su territorio ni puede otorgar facultades extraordinarias al gobernador para legislar con motivo de una 

19Héctor Fix·Zamudio. op. cit., supra, nota 1, p. 180. 

20rdem, pp. 181-182. 

21Gu.tavo R. Véluco. obra citada, p. 161. 

22Ma.rlo de la Cueva, op. ctt., 1upro, nota 13, p. 183. 
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emergencia. Veamos por qué esto €S así: a) La Constitución General de la República es muy clara sobre suspensión de 
garantías: sólo es competencia de órganos federales; luego, la misma se encuentra completamente excluida de la esfera 
competencia! de las entidades federativas, b) una emergencia local como podría ser una inundación, terremoto, 
incendio, se encuentra enmarcada y regida por los principios nonnativos del artículo 29 constitucional; e) para que se 
otorguen facultades extraordinarias para legislar es indispensable que antes se hayan suspendido las garantías, o sea, que 
exista una emergencia o estado de excepción y d) en situaciones de trastorno interior que las entidades federativas no 
puedan resolver por sí mismas, y por su propia decisión, opera el artículo 122 constitucional. 

En consecuencia, Jos artículos de las Constituciones locales que otorgan a los gobernadores facultades extraordina· 
rías para legislar, están infringiendo directamente el artículo 29 de la Constitución federal. 

Al respecto interesante es recordar dos tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
A) Del Pleno, se localiza en el tomo LXXXIV, página 20, sexta época: 

FACULTADES EXTRAORDINARIAS DEL F..JECUTIVO DEL ESTADO DE VERACRUZ PARA LEGISLAR. 

Las facultades extraordinarias únicamente pueden otorgarse en "circunstancias graves o especiales" circunstancia¡, 
que según el artículo 68, fracción XXII, de la Constitución Política de Veracruz, sólo pueden consistir en "casos de 
invasión, de alteración del orden o pellgrn público", y las cuales circunstancias no existían cuando el ejecutivo del 
estado expidió la Ley Fiscal Local (10 de junio de 1932) y, por tanto, la fracción IV, del artículo 127 de esta le}, 
disposición que sirvió de apoyo, a su vez, para la expedición por el propio ejecutivo del decreto no. 27 de 11 de no­
viembre de 1961. Sln embargo, aun cuando tales facultades extraordinarias para legislar, otorgadas al poder ejecutivo 
tan~o del ejecutivo federal como de Jos ejecutivos de las entidades federativas fuera de las circunstancias de emer 
gencia anotadas, se volvieron incompatibles con la Constitución General de la República, dentro de nuestro régimen 
federalista, a partir de la reforma del artículo 49 de dicha carta fundamental (realizada con fecha 2 de agosto de 
1938), y en virtud, además, del principio de la supremacía constitucional federal establecido por el artículo 133 de la 
misma, debe aclararse que, como las facultarle!> extraordinarias en cuestión solo puede ejercitarlas el poder ejecut1vo, 
en cada caso, en virtud de otorgamiento expreso que por ley le haga la legislatura correspondiente, resulta claro que, 
si se reclama la lnconstttucionalidad de una disposición legal (la !racción IV, del artículo 127 de la Ley Fiscal del 
Estado de Veracruz) expedida por el Poder EJecutivo del propio Estado en uso de facultades extraordinarias que al 
efecto le otorgó la legislatura local, debe también objetarse en la demanda de amparo la constitucionalidad del de­
creto no. 68, expedido por la propia legislatura estatal con fecha 2 de junio de 1932 (publicado en la Gaceta Oficial 
del día 11 de los mismos mes y año), mediante el cual esta última otorgó dichas facultades extraordinarias al eJe· 
cutivo local para expedir la ley fiscal de esa entidad federativa. SI no se impugna también la constitucionalidad dPI 
mencionado decreto No. 68 de la legislatura del Estado de Veracruz, debe considerarse que se consiente dicho de­
creto y que, por tanto, se acepta tácitamente la constitucionalidad de tales facultades extraordinarias del ejecutivo 
local para expedir la multicitada fracción IV, del artículo 127 de la Ley Fiscal del &tado 

b) Del Pleno, se localiza en el tomo 17, página 73, séptima época: 

FACULTADES EXTRAORDINARIAS. 

Son inconstitucionales las concedidas al Gobernador de un Estado, fuera de los casos permitidos por la Constitución. 
(Ley núm. 6 de Planificación para el Estado de Veracruz-Llave). 
Así como el artículo 49 de la constitución federal establece que no podrán reunirse dos o más poderes en una sola 
persona o corporación, nl depositarse el legislativo en un Individuo, salvo los casos de excepción a que se refieren 
los artículos 49 y 131 de la misma carta fundamental, el artículo 37 de la Constitución Política del &tado de Ve­
racruz dispone que: "No pueden reunirse dos o más de esos poderes en una sola persona o corporación, ni deposi­
tarse el legislativo en un Individuo, la observancia de este precepto podrá suspenderse en los casos de la fracción 
XXU del artículo 68. Este último precepto y fracción preve la posibilidad de conceder al ejecutivo del &tado de Ve­
racruz, por tiempo limitado, las facultades extraordinarias que necesite, para salvar la situación en caso de invasión, 
alteración del orden o peligro público, como el artículo 37 de la Constitución del Estado de Veracruz consagra la 
regla general y el caso de excepción, dicho caso de excepción no puede aplicarse ni extenderse a situaciones no pre­
vistas por ella, y en tal virtud, únicamente en los casos de invasión, alteración del orden o peligro, enumerados en la 
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fracción XXll del artículo 68, es cuando la legislatura del Estado puede conceder facultades extraordinarias al go­
bernador. Ahora bien, resulta inconstitucional el Decreto 101 de 31 de diciembre de 1957, expedido p•n la legis­
latura del Estado de Veracruz, concediéndole al Gobernador facultades extraordinarias, por no hallarla~ en el caso 
del artículo 37 de la constitución del Estado, en tal virtud, resulta también inconstitucional la ley número 6, que en 
uso de dichas facultades expidiera el Gobernador. No obsta en contrario el que, mediante la ley número 65 deno­
minada Ley de Planificación y Cooperación Municipal del Estado de Veracruz, se haya reformado y adicionado la 
ley número 6, ya que el texto de la citada ley número 65 se desprende que esta no deviene de un ordenamiento ori­
ginal por cuanto no deroga la ley anterior (la número 6}, sino que tan solo la reforma y adiciona, no la deroga, y por 
lo tanto, no puede considerarse como un ordenamiento independiente, en otras palabras, ni las adiciones ni las re­
formas, ni en general la reestructuración, como tampoco la investidura formal, constituyen elementos suficientes 
para convalidar la inconstitucionalldad de origen en constitucionalidad derivada, pues la legislatura local no ratificó 
la ley número 6 expresamente • 

Queda claro que la Suprema Corte sostiene que a los ejecutivos locales sí se les pueden otorgar facultades extraordi­
narias para legislar, pero sólo en los casos permitidos por la Constitución local que generalmente se refieren a alteracio­
nes graves del orden público o a peligros públicos de envergadura. Es decir, no pueden legislar sino en relación con esos 
casos que indica la Constitución y después de seguirse los procedimientos que la misma señala. 

Estos criterios de la Suprema Corte, en mi opinión, no son acertados pero al menos es muy clara al cerrar la puerta a 
los gobernadores para que puedan recibir autorizaciones para legislar en tiempos normales. 

22. "El primer efecto que se produce al terminar la situación de emergencia, es la vigencia integral de los derechos 
del hombre y garantías constitucionales, tal como existían en la Constitución antes de la Ley de Suspensión de Ga­
rantías".2S 

Debemos preguntarnos qué acaece al regresar la normalidad con toda la legislación expedida por el presidente: 
¿desaparece o subsiste? La mencionada legislación fue causa de una emergencia, luego al desaparecer la emergencia 
debe perderse esa legislación. O como dice Mario de la Cueva: "toda norma jurídica tiene una hipótesis o supuesto que 
la condiciona y cuando falta éste, no puede aplicarse la norma, porque sería ir contra su esencia, aplicándola a una si­
tuación que no rige ... u 

El anterior criterio es correcto. La suspensión mexicana de garantías individuales de 1942 en el artículo 2 del decreto 
de junio de ese año, otorgó competencia al presidente de la República para expedir, como ya apuntamos, las leyes 
''indispensables para la eficaz defensa del territorio nacional, de su soberanía y dignidad, y para el mantenlmlento de 
nuestras instituciones fundamentales", durando esa suspensión "todo el tiempo que México permaneciera en guerra 
con Alemania, Italia y el Japón, o con cualquiera de esos países" pudiendo prorrogarse, hasta por treinta días después 
del término de las hostilidades, a juicio del presldente.21i 

Sin embargo, el Congreso Federal ratificó, acabada la emergencia, la vigencia de varias de las leyes expedidas por el 
presidente durante la emergencia, lo cual resulta contradictorio porque si eran leyes encaminadas a superar la emer­
genCla ¿cómo es que pueden regu- en sttuaCJÓn normal? Lo que acontece es que el prestdente se había extraltmttado y 
había legislado sobre aspectos que nada o muy poco tenían que ver con la emergencia. 

Ignacio Burgoa afirma que el decreto que ratificó la vigencia de esa legislación de emergencia es inconstitucional 
princlpalmente26 porque: se viola la garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 29 de que esa legislación 
de emergencia sólo tendría vigencia mientras dure ésta, se viola la garantía de competencia del artículo 16 ya que el 
Congreso federal no tiene facultad para ratificar leyes expedidas por el ejecutivo, porque no se fundamentó en ley 
alguna y porque esas leyes entonces resultan retroactivas. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que esas leyes "ratlftcadas, no adolecían de vicio de constitucio­
nalidad ya que lo que acontecía era un cambio en su naturaleza. Habían sido leyes de emergencia que a través de un 

28rdem, p. 187. 

24rdem, p. 188. 

21ii,cnaclo Burcoa. o p. dt., cupra, nota 17, p. 2011. 

26rdem, pp. 209-210. 
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decreto legislativo se convertían en leyes ordinarias; es decir, ya no eran más leyes de "emergenna•·. sino lcy1·s 
''normales", leyes expedidas conforme al procedimiento legislativo señalado en la Constitución. Recordemos <'os de 
estas tesis: 

a) Del Pleno, Apéndice 1 986, tesis número 79, tomo 1, página 163: 

"LEYES DE EMERGENCIA. F ALTA DE INTERES JURIDICO PARA IMPUGNARLAS. 

Cuando el quejoso reclama la inconstitucionalidad de las leyes de emergencia expedidas por el Presidente Constitu­
cional de los &tados Unidos Mexicanos, en uso de facultades extraordinarias que le otorgó mediante decreto PI Con­
greso de la Unión, si esas leyes posteriormente son incorporadas a la legislación ordinaria en virtud del decreto que 
levantó la suspensión de garantías, ratificó y declaró vigentes las disposiciones dictadas por el ejecutivo durante el 
periodo de emergencia en materia hacendaría; si por otra parte el acto de aplicación es posterior a este último de­
creto que al ratificar las leyes de emergencia las incorporó a la legislación ordinaria, resulta claro que no son las mul­
ticitadas leyes de emergencia las que se aplican al quejoso, sino la legislación ordinaria, por lo que aquellas no afectan 
su interés jurídico y el amparo es improcedente en términos de la fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo y 
procede sobreseerlo con fundamento en la fracción III del artículo 74 del mismo ordenamiento legal ". 

b) Del Pleno, tomo 97-102, página 119, séptima época: 

"LEYES DE EMERGENCIA. PREVENCION GENERAL INNECESARIA DE SU INCORPORACION POR EL 
CONGRESO. 

No es exacto que por su virtud de la ratificación de las leyes de emergencia, hecha en el decreto de 28 de septiembre 
de 1945, se prolongara el estado de suspensión de garantías, puesto que lo que se cambió fue la naturaleza de los 
impuestos, que quedaron en calidad de ordinarios, sin que para ello fuera necesario que el Congreso de la Unión in­
cluyera la prevención general relativa a la incorporación en el texto literal de las normas legales que adoptó, pues 
bastó con que las repetidas disposiciones quedaran legalmente incorporadas a la legislación ordinaria, para que 
aquellas fueran convertJ.das formal y matenalmente en leyes provementes de autondad le~íbma". 

Bien entendido el artículo 29 constitucional, "la ratificación" de la legislación de emergencia no debe darse porque 
no es congruente que legislación expedida para un estado de excepción pueda regir tiempos normales o es que se dió 
esa legislación y realmente no estaba relacionada con la emergencia. 

Sin embargo, la Suprema Corte tiene la razón al afirmar que en estos casos hubo un cambio de naturaleza de la ley, 
porque el Congreso al "ratificarla•• la está haciendo suya y la está Incorporando al conjunto normativo "ordinario" o 
"normal, del país. Desde luego éste no es un camino ortodoxo pero no resulta Inconstitucional porque formalmente 
el poder legislativo está legislando de acuerdo con el procedimiento señalado por la Constitución. De lo anterior, debe 
desprenderse una lección: el ejecutivo federal sólo debe legislar respecto a situaciones relacionadas con la emergencia; 
si legisla más allá de ello, procede el amparo contra esas normas. 

23. La redacción del artículo 49 constitucional confi rma y reafirma la tesis que se ha sostenido en este ensayo : para 
que se puedan otorgar facultades extraordinarias para legislar al presidente de la República, es indispensable que antes 
se hayan suspendido las garantías individuales. Esta es la base y la columna vertebral del sistema mexicano para el 
o torgamiento de esas facultades de excepción. 

24. En síntesis, éste es el sistema mexicano de la suspensión de garantías y del otorgamiento de facultades extraor­
dinarias al ejecutivo federal para legtslar cuando tal suspensión ha sido decretada. La última vez que esa suspensión se 
realizó fue de 1942 a 1945. ¿Lo anterior es un síntoma de establlidad constitucional y de progreso democrático? En 
cierta forma sí. Qué bueno que los estados de emergencia o de excepción no se lleven a cabo. Qué bueno que los 
gobernantes consideren que los problemas que suelen presentarse son superables con la aplicación de la legislación or­
dinaria. Desde luego que los estados de emergencia son para cuando éstos realmente se presenten. El orden jurídico de 
excepción es única y exclusivamente para realidades de excepción. Aplicar ése a situaciones normales constituye una 
barbaridad jurídica. Por el contrario, en situaciones de excepción no regirse por el orden jurídico de excepción, puede 
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conducir a grandes violaciones jurídicas y de los derechos humanos. Puede ser puerta abierta para grandl's arhitrari•·da 
des. El estado de excepción es como las medicinas delicadas, hay que tomarlo sólo cuando e~ indispcnsabl( y únka 
mente por el tiempo indispensable con la finalidad de recuperar la normalidad; pero no tomarlo put>dc -como en l a.~ 
cuestiones de salud- provocar la ruptura de ese orden jurídico. 
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